STJSL-S.J. – S.D. Nº 084/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a siete días de octubre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros, Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “AGÜERO MARIA NIEVES c/ DIOCESIS DE SAN LUIS (IGLESIA CAT. APOST. ROMANA) s/ POSESION VEINTEAÑAL - RECURSO DE CASACION” - IURIX Nº 126697/7.- 
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G.  ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) En caso afirmativo ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que a fs. 435 se presenta el apoderado de la parte actora Dr. Raúl Edi Bernardis, e interpone recurso de casación contra la sentencia definitiva Nº 10/14 dictada por la Excma. Cámara Civil Comercial Minas y Laboral Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, en fecha 13/02/14 obrante a fs. 423/425, que resuelve rechazar el recurso de apelación de la parte actora reconvenida, y confirmar la sentencia definitiva Nº 300 de fs. 376/380, con costas. El recurso es fundado a fs. 437/449 en la errónea aplicación de los arts. 2878 y 2892 del Cód. Civil y en la no aplicación del art. 2458 del mismo cuerpo legal en la sentencia impugnada. 

2) Que corresponde determinar si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los arts. 286 y ss. del CPC y C., a los efectos de la admisión del recurso en estudio.-

Así, surge de las constancias de la causa que la sentencia impugnada fue notificada a la parte recurrente el día 19/02/14 -fs. 427-, que el recurso en análisis fue interpuesto el día 24/02/14, y fue fundado el día 10/03/2014 -a la hora ocho y veinte- por lo que el mismo luce tempestivo -conf. art. 289 del CPC y C.-

Ahora bien, en lo que respecta al depósito previo, exigido por el artículo 290 del CPC y C., la parte recurrente se encuentra eximida de su pago en virtud de que le fue acordado por Sentencia Definitiva Nº 4 de fecha 02 de febrero de 2015 dictada por el Juzgado Civil Comercial y Minas Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, el beneficio de litigar sin gastos, en los autos “AGÜERO MARIA NIEVE  s/ BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS” Expte. Nº 263927/14, cuya copia certificada obra a fs. 496 y vta. 

Por lo que a la primera cuestión voto por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) La recurrente denuncia a los efectos de fundar la casación que se ha aplicado una ley o norma que no corresponde (PRIMERA CAUSAL), se ha dejado de aplicar las normas correspondientes (SEGUNDA CAUSAL), y se ha interpretado erróneamente normas legales (TERCERA CAUSAL). Luego de realizar una síntesis de los hechos del proceso, manifiesta en el punto 4) FUNDAMENTOS CASATORIOS, PRIMERA CAUSAL, que la Cámara de Apelaciones ha aplicado los arts. 2878 y 2892 en forma errónea, es decir, partiendo de la existencia de un usufructo que no le daba posibilidad al Sr. Ramón Isabel Quiroga de poseer con ánimo de dueño, porque –a criterio del Tribunal- quien posee por usufructo no puede cambiar el destino de la cosa (art. 2892). Sostiene que el error en la aplicación del derecho es que se trata de juzgar los hechos demostrados en autos a la luz de los arts. 2878 y 2892 y cc. referidos al usufructo, cuando correspondía juzgarlos a la luz del art. 2458. Alega que en autos, así como está la evidencia del título de donación que no fuera conmovido por la acción declarada prescripta, también en este mismo juicio están las evidencias documentadas, de que ha existido interversión de título y es por ello que las normas aplicables eran otras distintas a las reseñadas en el párrafo anterior. 

Sostiene que, la Cámara ha dejado de aplicar el art. 2458 del C.C. frente a los hechos probados en autos, puesto que el Sr. Ramón Isabel Quiroga, estando en vida y con plena y cabal conciencia de sus actos, exteriorizó su intención de privarle a la Iglesia de la posesión que había obtenido por el acto escriturario, por medio de una carta manuscrita que fue agregada en el juicio de nulidad de donación y no fue desconocida por la Iglesia al momento de contestar demanda. 

Destaca que, todos los actos posteriores al momento en que se toma cabal conocimiento de los efectos de la escritura, han sido destinados a poner en conocimiento la voluntad posesoria del inmueble, y que si bien es cierto que el art. 2353 del C. Civil textualmente dice que: “nadie puede cambiar por si mismo…la causa de su posesión”, continua diciendo que “el que ha comenzado a poseer por otro, se presume que continúa poseyendo por el mismo título, mientras no se pruebe lo contario…”·

Alega que, la norma correcta que debió aplicarse en autos es el art. 2458 del C.C., a la luz de los hechos alegados y probados en autos, ya que al manifestar el Sr. Quiroga su voluntad de privarle a la Iglesia  la posesión que había trasmitido, a partir de ese momento la demandada perdió la posesión dada por el título de donación. 

Manifiesta que, se ha dejado de aplicar en autos el art. 4015 del C.C. al pretender exigirle a la actora justo título y buena fe. Que dentro de los requisitos exigidos para que opere la prescripción veinteañal, la Cámara sólo ha puesto en tela de juicio y rechazado la continuación de la posesión que se ha invocado en la demanda, efectuada por la actora respecto de sus antecesores en la posesión Ramón I. Quiroga y Nicolasa Borjas Quiroga. Sostiene que en el caso de autos el vínculo jurídico ha sido acreditado, puesto que en primer lugar Don Ramón I. Quiroga transmitió su derecho posesorio a su hermana mediante testamento agregado en su juico sucesorio y Doña Nicolasa Borjas lo trasmitió mediante testamento a la actora, tal como surge del juicio sucesorio. 

Aduce que, tampoco se ha aplicado en este juicio el art. 2363 del C.C., ya que no se requiere justo título en este caso, ya que el ánimo de poseer a título de dueño, no depende de un instrumento sino de la propia voluntad de poseer, y ello quedó elocuentemente demostrado cuando el Sr. Ramón Quiroga, de puño y letra, indicó al titular del ente eclesiástico que jamás entregaría la propiedad de su casa. Alega que a partir del fallecimiento del Sr. Quiroga, su hermana ha continuado con esa posesión con ánimo de dueño, es elocuente en tal sentido el testamento agregado a fs. 2/3 en los autos “QUIROGA NICOLASA BORJA-TESTAMENTARIO”, ofrecido como prueba y agregado, ya que dicho testamento describe en forma concreta  que dentro de sus bienes, en la cláusula tercera, estaba el inmueble cuya donación su hermano había tenido la voluntad de revocar y a renglón seguido, la propia instituyente del testamento dijo que consideraba inoficiosa esa donación. 

Sostiene que, si tanto el Tribunal de primera como de segunda instancia consideraban que la actora comenzó a poseer con ánimo de dueña, al fallecer la Sra. Nicolasa, debió haber tenido presente y aplicar el principio IURA NOVIT CURIA estableciendo que en esa circunstancia el plazo de prescripción es de diez años (prescripción corta), ya que se dan en el caso todos los supuestos y requisitos para tener por acreditada la usucapión decenal. Agrega que el legado es un caso de justo título según el autor Peña Guzmán, precisamente el legado que confirió la Sra. Nicolasa Borja a través de testamento que obra en el juicio agregado por cuerda, que no ha sido revocado y fue declarado válido en la sucesión testamentaria. Realiza reserva de la cuestión constitucional. 

2) Corrido el traslado de ley por decreto de fecha 12/03/14 de fs. 450, el apoderado de la parte demandada contesta el mismo a fs. 458/475 vta., solicitando el  rechazo del recurso con costas. Realiza una negativa de los hechos y fundamentos invocados por el recurrente, y manifiesta con relación a los hechos que el Sr. Quiroga jamás ejerció acto alguno, ni formal, ni material que pudiera entenderse con interversión del título de usufructuario que tenía respecto del inmueble donado, para transformarse en poseedor animus domini, ya que habiéndose desprendido del dominio en forma voluntaria y por un acto perfecto de donación ante escribano público, jamás intentó revocar la donación, ni plantear su nulidad, ni obtener de manera alguna que se limitaran los alcances de la misma. Es decir que la propiedad, mientras vivió el Sr. Ramón Quiroga fue claramente reconocida como titularidad de la Iglesia Católica y así no puede haber curso alguno del término prescriptivo hasta su muerte. 

Alega que, la primera noticia de la pretensión de la hermana del Sr. Quiroga de hacerse con la propiedad del todo el inmueble data del año 1989, cuando la Sra. Nicolasa Borja Quiroga promovió demanda de nulidad de la donación, tras la muerte de su hermano. Que sólo desde entonces pudiera discutirse que si la Sra. Nicolasa Quiroga habría ejercido o no actos posesorios - circunstancia que niega - pero aún así desde el año 1989 hasta la fecha (2007) de contestación de la demanda, no se habrían cumplido veinte años que pudieran computarse aún sumando años de posesión entre la Sra. Nicolasa Borja y la actora.  

Afirma que, la parte que representa reconvino a la actora por la reivindicación de la porción de inmueble que detenta ilegítimamente y que es propiedad de su mandante. Reitera que la donación se instrumentó debidamente por escritura pública Nº 92 de fecha 20/09/1982, y en ella consta que el Sr. Quiroga hizo tradición, desistió y se apartó de los derechos de propiedad, posesión y dominio sobre lo donado, y los trasmitió a la Iglesia Católica, ratificando que la donación se hacia con reserva de usufructo a su favor y de su hermana mientras ambos vivieran. Agrega que la Iglesia se entera de la existencia de la carta de Ramón Quiroga a la fecha de notificación de la demanda de nulidad de donación, que contiene dicha carta entre la documental, y que la litis en dicho juicio se trabó en 1989, y su hermana seguía usufructuando el inmueble, por lo que no hubo ninguna manifestación de voluntad fehaciente de interversión de título de parte de los hermanos Quiroga, hasta que se produce la notificación de la demanda de nulidad en el año 1989. Y como la misma fue rechazada, sostiene que tampoco puede tomarse como base para considerar un inicio de posesión veinteañal, desde que su mandante resistió dicha acción y la sentencia definitiva, pasada en autoridad de cosa juzgada, le dio la razón. 

Destaca que, el recurrente introduce argumentos nuevos, no esgrimidos en las instancias anteriores, refiriéndose a la pretensión de que la actora habría obtenido una prescripción decenal a su favor, cuyas condiciones sostiene que no se cumplen en el caso que nos ocupa. Formula reserva de caso federal y cuestión constitucional. 

3) A fs. 499/500  vta., obra el dictamen del Sr. Procurador General quien opina que el recurso de casación es procedente por los fundamentos que expone, dictamen al que remitimos brevitatis causae.  

4) Que en el análisis de la cuestión traída a estudio, cabe señalar de modo preliminar que el recurso de casación constituye una vía de impugnación extraordinaria, por la que se denuncian ante el máximo tribunal fallas en la interpretación y aplicación de derecho, y se busca que la Corte declare cuál es el correcto derecho aplicable, esto es, cual es en definitiva la solución que corresponde dar al caso sometido a decisión de los tribunales. (Cfr. Morello Augusto M. Sosa, Gualberto L. y Berizonce Roberto O. Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y anotados, Platense-Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1988, t. III, Pág. 493).

En efecto, el medio impugnativo intentado “sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Hitters, J.C. “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª  Edición, Librería Editora Platense. p.213).

Este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallos STJSL, “Kravetz Elías Samuel c/ Edesal S.A. – D y P - Recurso de Casación”, 17-05-2007;  “Bustos de Molina Rosa Isabel c/ Farmacia El Cóndor Scs. y/o sus integrantes y/o P. Soria y/o José Beltrán Belletini y/o quien res. resp. – Despido - C. de Pesos- Recurso de Casación”, 14-12-2010).

Cuando el art. 287 del CPC y C., impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cuál de las causales previstas se refiere, como condición necesaria para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar. 

Ello es así porque la interposición del recurso de casación y los fundamentos que contenga fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido. 

5) Sentado lo anterior, considero que el recurso de casación en estudio, debe rechazarse por los fundamentos que a continuación expondré. 

Si bien, el recurrente alega que en el fallo cuestionado se han aplicado en forma errónea los arts. 2878 y 2892, cuando debió haberse aplicado el art. 2458 C.C., (4.- FUNDAMENTOS CASATORIOS, PRIMERA CAUSAL), en realidad intenta por esta vía una revisión de la valoración de los hechos y de la prueba efectuada por la Cámara en el fallo Nº 10 obrante a fs. 423/425, lo que se encuentra vedado en casación. 

En efecto, el a quo ha merituado los hechos y la prueba rendida a los fines de considerar que no ha existido en autos la interversión de título prevista en el art. 2458 del Cód. Civil, vigente al momento del dictado de la sentencia y alegada por el recurrente. En los fundamentos del recurso, la actora hace referencia a los hechos alegados y probados en autos, para sostener la aplicación del art. 2458 CC (entonces vigente), cuando en realidad evidencia su disconformidad con la valoración probatoria efectuada por la Cámara. 

No obstante ello, debo destacar que:

1) La sentencia recaída en los autos: “Quiroga Ramón Isabel y suc. c/ Iglesia Católica Apostólica Romana-Diócesis de San Luis s/demanda por nulidad de donación” (Expte. Nº 125606/89), hace cosa juzgada respecto del rechazo de la nulidad de la escritura, al haberse agotado las vías recursivas interpuestas contra ella. Respecto de las cartas misivas enviadas por el Sr. Quiroga Ramón, las mismas fueron valoradas por la Cámara en dicho expediente, por lo que de toda la prueba rendida en autos, la Cámara ha considerado que no hubo interversión de título (art. 2458 CC, entonces vigente). Al formarse la cosa juzgada, ésta precluye todas las cuestiones aptas para decidir la causa y abarca, por tanto, no sólo las invocadas y efectivamente examinadas por el juez, sino también aquellas que hubieran podido ser alegadas y probadas y no lo fueron.

2) El usufructuario no posee animus domini por lo que no puede testar ni puede usucapir la cosa misma que tiene en usufructo. Respecto del derecho de dominio sobre la cosa es un simple tenedor, por lo que para adquirir el dominio deberá intervertir su título. Al respecto la jurisprudencia ha sostenido que: 

“El art. 2458, Código Civil, es de aplicación estricta por cuanto configura una excepción al principio general establecido por el art. 2353 del citado código legal según el cual nadie puede por sí cambiar la causa de su posesión, ésta continúa tal como comienza, si comenzó siendo tenedor en tal carácter proseguirá ejerciendo el corpus, pues ello hace a la seguridad jurídica que se vería seriamente afectada en materia posesoria si un simple cambio de intencionalidad fuera suficiente para modificar una situación fáctica (la posesión) protegida por el derecho, por ello la interversión es una excepción, que exige ser aplicada de manera rigurosa, debiendo analizarse de manera estricta que existan actos inequívocos de los que surja que el tenedor se alzó en contra de su representado en la posesión, a tal punto que lo ha privado definitivamente del ejercicio de la misma.” (Cfr. Arriagada, Raúl y otro vs. Antonio Cosoli e Hijos S.A. s. Prescripción adquisitiva - Segunda Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario, Mendoza, Mendoza; 23-10-2013; Rubinzal Online; RC J 18491/13, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 10/07/15). 

El Código Civil, vigente al momento del dictado de la sentencia, en su art. 2353, receptaba el principio de que “nadie puede por si mismo ni por el transcurso del tiempo cambiar la causa de su posesión”, inmutabilidad de la causa materializada en el derecho romano. No obstante la aparente absolutez del principio, hay casos en los cuales es posible cambiar la causa de la posesión y que, tanto la doctrina como la jurisprudencia, concretan en los siguientes: 1) Cuando media acuerdo entre los interesados, 2) Cuando la voluntad de cambiar la causa se manifiesta exteriormente por un acto de expulsión del poseedor por parte del tenedor, que claramente exteriorice su voluntad de excluir a este.

La interversión de título se produce entonces cuando se modifica la causa de la posesión, cuando el tenedor manifiesta por actos exteriores su voluntad de convertirse en poseedor, es decir, de intervertir el título de su posesión y esos actos producen el efecto de excluir al poseedor. El Código legislaba esta hipótesis en el art. 2458, ubicado en el capítulo relativo a la conservación y pérdida de la posesión: “Se pierde la posesión cuando el que tiene la cosa a nombre del poseedor, manifiesta por actos exteriores la intención de privar al poseedor de disponer de la cosa, y cuando sus actos producen ese efecto.” 

De lo dicho se desprende que la interversión del título no se produce como consecuencia de la simple mutación de la voluntad del interesado, o el mero transcurso del tiempo, siendo exigible un acto de entidad suficiente para modificarlo. (Doctrina del anterior art. 2353 CC.).

3) Por último, considero que le asiste razón a la demandada por cuanto desde el fallecimiento de la Sra. Nicolasa Quiroga (16/05/1990) - con la fecha de finalización del usufructo y comienzo de la posesión por parte de la Sra. Agüero María Nieves -a la fecha de interposición de la demanda (21/06/2007)- no ha transcurrido el plazo de veinte años requerido por la ley para que opere la prescripción veinteañal a favor de la actora, al oponerse reconvención por reivindicación. 

4) Con respecto a lo manifestado por la recurrente, en cuanto a que si la Cámara consideró que la actora comenzó a poseer con ánimo de dueña al fallecer la Sra. Nicolasa Borja Quiroga, debió haber aplicado el principio iura novit curia y establecer el plazo de prescripción de diez años (prescripción corta), considero que se trata de un nuevo planteo no esgrimido en las instancias anteriores, y que también se funda en una valoración de los hechos y de la prueba diferente a la efectuada por  el Tribunal en el fallo.  
En definitiva, los argumentos desplegados por la recurrente se dirigen, en rigor a desvirtuar las motivaciones fácticas de la sentencia de Cámara, es decir, la apreciación de los hechos y las pruebas rendidas en la causa, lo que se encuentra expresamente vedado en la casación, no logrando demostrar la errónea aplicación de los arts. 2878 y 2892, ni la falta de aplicación del art. 2458 entonces vigente del Cód. Civil. 

Al respecto, cabe señalar que en la meditación de la prueba, los jueces son libres en la selección de los medios probatorios e indiciarios que los conducen a establecer los hechos, y de optar por aquellos que les ofrecen mayores garantías de eficacia en el descubrimiento de la verdad, ya sea omitiendo o haciendo prevalecer unos u otros, por lo que esta temática queda -por regla- excluida del control casatorio, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado (Cfr. STJSL-S.J. Nº 64/08 “Peralta Raúl Humberto c/ Naturel S. A. Y O. – D. y P. - Recurso de Casación”, de fecha 8/07/08).

En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, se considera que la Excma. Cámara no ha omitido aplicar el derecho correspondiente al caso, ni tampoco que se haya interpretado o aplicado erróneamente la normativa vigente, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el art. 287 CPC y C, por lo que corresponde desestimar el recurso articulado. 

Por todo lo expuesto y oído al Sr. Procurador General, VOTO a estas CUESTIONES por la NEGATIVA. 
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores corresponde el rechazo del Recurso de Casación interpuesto. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que adhiero a lo propuesto por el Dr. Horacio G. Zavala Rodríguez.- 

A ESTA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: La imposición de costas a la recurrente vencida resulta ineludible del art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia. 

La existencia del beneficio de litigar sin gastos no implica una exención definitiva por las costas del proceso, las que solamente podrán ser exigidas cuando el beneficiario mejore de fortuna (art. 84, Cód. citado). 

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, octubre siete de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto. 
II) Costas a la recurrente vencida.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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